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Es indiscutido el papel fundamental desempeñado por don Juan Carlos en la restauración pacífica de la democracia a la muerte de Franco, como es generalmente aceptado que durante su reinado España ha vivido el periodo más largo de paz, prosperidad y libertades. 

Sin embargo, el monarca, que podía haber pasado a la historia como el mejor rey de España, se ha visto obligado a abdicar y a exiliarse por su afán de hacerse con una fortuna a base de comisiones ilegales y tráfico de influencias, derrochando su fortuna política, su gran popularidad nacional e internacional.

Resulta difícil creer que durante casi cuatro décadas no nos enteráramos de lo que estaba ocurriendo, de que la más alta magistratura de la nación era un fraude. Imaginemos qué habría pasado si los ingleses se despertaran un día con la noticia de que la reina Isabel recibía comisiones. 

No escasean los casos en la historia en que los pueblos han preferido no darse por enterados de las tropelías gubernamentales. Cuando la Alemania nazi fue derrotada en la Segunda Guerra Mundial, los aliados se sorprendieron de que la gente mantuviese con firmeza que no tenían noticia de los crímenes perpetrados en los campos de concentración. En España, muerto Franco y restaurada la democracia, todos, salvo los represaliados, aseguraban que no tenían ni idea de los crímenes del régimen. 

Hundido el monarquismo por obra y desgracia de Alfonso XIII, que había permitido, o alentado, la dictadura de Primo de Rivera, en la España de la Constitución del setenta y ocho reinaba el juancarlismo, un régimen sui géneris al que se adhirieron la mayoría de los españoles, con fervor especial por parte de algunos republicanos. 

Con las revelaciones sobre la conducta del rey Juan Carlos se hizo inviable la continuidad del juancarlismo y problemática la de la propia monarquía, que su hijo intenta salvar contra su padre, en una historia comparable con las intrigas palaciegas que nutren la historia de España.

Resulta difícil creer lo que pasó, pero también que los españoles no supieran lo que estaba sucediendo. Aun considerando la complicidad de la prensa y de los que debían encarnar el pensamiento crítico, los escritores, filósofos y celebridades varias, parece increíble que el pueblo, suspicaz y malicioso, viviera en Babia; que no percibiera el fétido olor de las corrupciones del jefe del Estado y de su real familia, que no eran de tono menor. 

Sabino Fernández Campo contó a su amigo y colaborador, como segundo de abordo en la jefatura de la Casa de Su Majestad, José Joaquín Puig de la Bellacasa, que el rey tenía ocultos en Suiza 5.000 millones de euros. La cifra es discutible, pues los españoles no tenemos noticia cierta del patrimonio de don Juan Carlos, un hecho insólito respecto a otros jefes de Estado.

El propio monarca justificaba, en conversaciones con un periodista de confianza, su renuncia a la ejemplaridad, esencial en un sistema monárquico, por inútil porque, en su opinión, en estos tiempos es imposible mantener en secreto el comportamiento real. 

No pretendemos en este libro hacer balance de los presuntos delitos económicos perpetrados por don Juan Carlos, suficientemente conocidos. Nuestro propósito ha sido explicar cómo el hoy emérito ha podido actuar durante tanto tiempo con total impunidad. Y nos interesaba explorar un hecho especialmente inquietante: la inhibición de la justicia, que en algunos casos puede calificarse de complicidad, respecto al comportamiento de la familia real.

Queríamos resaltar que realmente no solo de pan vive el hombre, o sea que no solo interesa a los pueblos el progreso económico, sino también aspectos intangibles que condicionan la calidad de la democracia, como, entre otros, la independencia de los jueces, y que la justicia sea igual para todos.

Hemos profundizado en los jalones más significativos de la supuesta complicidad de la magistratura con la Corona desde el principio del reinado de don Juan Carlos, cuando en 1977, días antes de las primeras elecciones democráticas, pidió dinero al sah de Persia. 

Hemos dedicado la debida atención a la primera vez que la magistratura se atrevió a encausar a la hija del rey, la infanta Cristina y a su yerno Urdangarin, en un intento tímido de demostrar que era igual para todos. En este caso, no se atrevió a tocar la implicación del monarca, aunque se sospechaba que también metió mano. Cuando Juan Carlos pidió prudencia a la familia, la infanta Cristina le contestó, según una filtración de un miembro de la Casa Real que exige anonimato: «No sé cómo le dices nada a Iñaki cuando tú estás haciendo lo mismo». 

La justicia se conformó con haber llevado a la familia real al banquillo, lo que algún magistrado calificó de hazaña. Otros, en conversación con el autor, tildaron de «cacicada» la sentencia absolutoria a la infanta. 

Y sobre todo resaltamos el gran escándalo del caso KIO, de catorce años de duración en los distintos niveles judiciales en el que el delegado del fondo kuwaití en España, Javier de la Rosa demostró que había entregado 100 millones de dólares a Manuel Prado y Colón de Carvajal, administrador privado de don Juan Carlos para que este favoreciera la restauración de la monarquía kuwaití cuando este país fue invadido por Saddam Hussein. Un caso en el que los jueces no cumplieron con su obligación, sobreprotegiendo al monarca de un comportamiento calificable, por lo menos, de tráfico de influencias y apropiación indebida. 

En un caso similar que ocurriera en cualquier país de nuestro entorno en el que flotara en el ambiente la figura del jefe del Estado se hubiera producido la de Dios. Habría movilizado a cientos de periodistas de todo el mundo y habría monopolizado la apertura de los telediarios y las primeras páginas de los periódicos. En España se hizo el silencio, solo roto por media docena de profesionales en medios modestos.

Hemos puesto la diana en el hecho, sin precedentes, de que la Fiscalía del Tribunal Supremo se ocupara abiertamente del comportamiento real en un asunto fiscal, por el único que se pudo procesar a Al Capone. El Supremo le absolvió del delito, pero sus consideraciones dejan al rey, como me comentaba el juez Martín Pallín, como un sinvergüenza.

No obstante, explicamos que el caso sigue, teóricamente, abierto, pues la Fiscalía del Supremo no es la instancia competente para cerrarlo definitivamente.

En otro orden de cosas, hemos aportado datos poco conocidos de lo que ha costado a los españoles la financiación de la real bragueta de oro, especialmente en el caso de Bárbara Rey. 

Hemos aplicado la lupa sobre algunos aspectos que rodearon la abdicación y hasta qué punto estuvimos los españoles expuestos al riesgo de que don Juan Carlos consumara su propósito de divorciarse de la reina Sofía y casarse con Corinna Larsen, elevando a esta aventurera a la condición de reina de España.

Suponemos que el pueblo llano se olía la tostada, pero no le importaba gran cosa, pues, acostumbrado al régimen de Franco, no se permitía juzgar lo que ocurría en las alturas. Lo que en el fondo interesaba es que disfrutábamos de una larga época de prosperidad y libertades sin precedentes, con una de las Constituciones más progresistas de Europa. Lo demás era secundario o simplemente inexistente.

Ahora, tras la abdicación del monarca, acontecida en junio de 2014, podemos calibrar si estamos pagando un alto precio por el comportamiento financiero de Juan Carlos I, en el que tendría responsabilidades la inacción de la justicia con un comportamiento similar al que ejerció la prensa durante muchos años, pero de consecuencias más graves, aunque no sea escasa la de los medios de información. Compartimos la opinión de Thomas Jefferson: «Prefiero tener prensa sin Gobierno que Gobierno sin prensa».

Y es que los aspectos institucionales, especialmente los referentes a la imparcialidad de la justicia, son esenciales, no solo respecto a la calidad de la democracia y una sana convivencia ciudadana, sino también al mantenimiento de valores que afectan a la ética de los negocios, la prosperidad económica, la justicia social y la propia estimación ciudadana. 

Se ha puesto dramáticamente de manifiesto la ejemplaridad del rey, y del rey abajo, de los distintos niveles de gobierno, tal como parece haber asumido Felipe VI, con todo el dolor que supone ser hijo de quien es, al ejercer una política que representa una enmienda a la totalidad de la practicada por su padre. 

No obstante, y a pesar de los pliegos de cargos conocidos, constatamos que el emérito tiene su propio «partido» en el que participan exministros y otros importantes personajes, mayormente procedentes del guerrismo, así como compañeros de regatas y de cacerías diversas.

¿La historia le absolverá? Hemos propuesto esta pregunta a una amplia plantilla de historiadores que nos aportan opiniones variadas.

Felipe VI sabe, por encuestas propias, que la opinión republicana está empatada con la monárquica, y que quizás no se tarde mucho en decidir por referéndum la forma de Estado elegida por los españoles, lo que no fue posible convocarlo cuando la Constitución de 1978. Muerto el juancarlismo, podríamos elegir entre una república o una monarquía decente. 

Parece que se prefiere tragar con lo malo conocido que define el sistema, mejor que con lo bueno por conocer, siguiendo el consejo ignaciano de que en caso de tribulación no hay que hacer reformas y el proverbio norteamericano que dictamina que no hay que tocar lo que funciona, aunque sea malamente. Pero puede llegar un momento en que lo más peligroso sea no hacer reformas. 

Hemos añadido un anexo documental en el que destacamos la figura de Sabino Fernández Campo, ese hombre que luchó denodadamente para proteger la figura del rey Juan Carlos de él mismo. Sirva de homenaje a este hombre recto al que no se ha dado el reconocimiento merecido.
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Cautelas en la Constitución que explican que el rey pudiera hacerse impunemente con una fortuna













Los constituyentes ni siquiera estaban seguros de serlo. Andaban con pies de plomo en un terreno insólito tras la muerte del dictador, cuarenta años en el poder, cuando las instituciones del régimen permanecían intactas y en sus puestos quienes las ocupaban: las autoridades civiles y militares, desde los alcaldes a los capitanes generales, los chóferes, los telegrafistas, las secretarias o los impresores del Boletín Oficial del Estado. 

Para edificar un nuevo edificio político era necesario hacerlo con unos cimientos nuevos. La dificultad residía, una vez que se opta por el camino de la reforma y se descarta la ruptura política con el régimen anterior, en hacerlo sin violentar la legalidad. Torcuato Fernández-Miranda, que pilotó el cambio político durante los primeros tiempos, lo sintetizó con la frase «De la ley a la ley». Ello implicaba una voluntad firme de cambio por parte de los políticos del régimen y un posibilismo pragmático por aquellos que habían estado en la oposición al general. 

Don Juan Carlos, proclamado rey el 22 de noviembre de 1975, recién fallecido Franco, mantuvo de presidente del Gobierno a Carlos Arias Navarro y nombró a Torcuato Fernández-Miranda presidente de las Cortes. En septiembre de 1976, ya designado Adolfo Suárez presidente del Gobierno, este se apoyó en la ley franquista de reforma política para convocar unas Cortes que devendrían en constituyentes siempre que se actuara con cautela.

Con el harakiri institucional llevado a cabo por las últimas Cortes franquistas, muestra del patriotismo y colaboración, más o menos obligado, de los privilegiados del anterior régimen, se logró el primer objetivo. 

Gracias a la abdicación de sus derechos por parte del conde de Barcelona, el rey lograba restablecer la legitimidad dinástica y alcanzar el segundo. Logrados ambos, ya podía encararse con ciertas garantías el nuevo momento político. 

Fueron tiempos en los que la habilidad de palacio y la generosidad de la clase política dominante marcharon de la mano y llenaron de esperanza a muchas personas deseosas de un cambio profundo. Ello permitió, en poco tiempo, culminar una transición política sin traumas por la que los españoles creyeron que al fin podrían recobrar su libertad política y la soberanía nacional.

No hubo, pues, inicialmente, en sentido estricto, elecciones para un cambio de régimen; no se convocaron elecciones constituyentes. Había que tener mucho cuidado con las palabras, sobre todo con el término «Constitución», con mayúscula. 

Fueron las nuevas Cortes, una vez constituidas, las que tomaron la decisión hacia la que empujó la izquierda y que Suárez, que se encontraba entre la espada y la pared, tuvo que aceptar contrariando la petición del rey, quien quería evitar que se le tachara de perjuro de los principios del Movimiento Nacional. No hay que olvidar que las nuevas Cortes ni siquiera pudieron elegir inicialmente a su presidente, que lo nombró el rey. El cargo recayó en la persona de Antonio Hernández Gil, sin más justificación que el dedo del monarca. 

Juan Carlos I, a quien Santiago Carrillo en un alarde de prospectiva política equivocada apodó el Breve, fue consciente de que, aparte de contar con el apoyo militar del testamento de Franco, necesitaba otros apoyos, tanto en el interior del país como entre las principales naciones aliadas, para apuntalar y estabilizar su reinado. Estados Unidos y Francia eran las dos naciones que podían allanar las enormes dificultades con las que se iba a encontrar en el ámbito internacional durante los primeros tiempos.

Ambos países representaban, a nivel mundial y regional, respectivamente, el respaldo diplomático decisivo para apadrinar los primeros pasos de un rey, cuyos apoyos no eran incondicionales y que, además, era mirado con gran escepticismo o abierta desconfianza, por unos y otros, de ser capaz de liderar un proceso político tan complejo. Sobre todo, cuando la opinión dominante sobre él en las cancillerías extranjeras era la de «no estar especialmente dotado intelectualmente». 

El respaldo del Vaticano, gracias sobre todo a la influencia del Opus Dei, fue el tercer factor exterior que apuntaló el apoyo interno a la Corona, entonces tan necesitada. Es un hecho que la habilidad del rey superó todas las expectativas iniciales y consiguió afianzar el trono.





Los militares cumplieron el testamento de Franco

Los tres Ejércitos fueron, desde el primer momento de la Transición, el principal apoyo que tuvo el nuevo jefe del Estado para comenzar su reinado. Debido a los poderes heredados de Franco, el trono estaba más cerca de una monarquía absoluta que de la deseada monarquía parlamentaria. 

A la muerte del general, las Fuerzas Armadas eran el principal poder fáctico que había en España. Sus cuadros de mando estaban formados por profesionales que habían desarrollado sus carreras en los años de paz que siguieron a la Guerra Civil, a excepción del Alto Mando que estaba constituido por aquellos que en 1939 habían terminado la guerra como oficiales vencedores. Los militares, en su gran mayoría, eran franquistas, aunque esa mayoría también pensaba que el caudillismo del general terminaría cuando él desapareciera. Franco también debía saberlo, pues, en el testamento de Estado que dictó a su hija Carmen, les pidió a todos la misma lealtad para con el nuevo rey que la que le habían dado a él durante todos esos años. Los soldados aceptaron el último deseo de su jefe moribundo como si se tratase de su última orden. Quien conozca el sentido del honor y el respeto a la palabra dada que se profesa en la carrera de las armas comprenderá la fuerza y el vigor que tenía esta última voluntad para el porvenir político del nuevo rey.

La aceptación literal de esta orden fue muy útil para Juan Carlos, pues acalló las voces o las dudas que podían oírse en las salas de banderas.





La moción republicana testimonial planteada por el PSOE

Persistía el problema de si Felipe González aceptaría la monarquía, contra lo mantenido tradicionalmente y reiterado en el último congreso del PSOE, plagado de banderas republicanas, celebrado poco antes de las primeras elecciones, teóricamente en la clandestinidad, una clandestinidad tolerada. Un problema que González y Guerra resolvieron con pragmatismo.

Adolfo Suárez y Felipe González acordaron el 17 de enero de 1977 que serían las Cortes, una vez reunidas, las que adoptarían la decisión de convertirse en constituyentes, al tiempo que González aseguraba a Suárez que el PSOE plantearía una moción republicana testimonial, pero que aceptarían finalmente la monarquía. Tanto el rey como Felipe González llegaron el 20 de mayo de 1977 al acuerdo de que el PSOE aceptaría la monarquía dentro de un sistema parlamentario democrático.





El rey no juró

El mismo encabezamiento de la Constitución generaba un problema lingüístico de consecuencias políticas en aquel delicado momento, pues, a diferencia de las numerosas Constituciones de la historia de España juradas por el rey para alcanzar el trono, las Cortes del setenta y siete tuvieron que tragar con una línea roja del monarca que exigía el reconocimiento de que él ya era rey antes de la Constitución, no por decisión de los representantes del pueblo, sino por la designación de Franco. 

En ese contexto, se entiende que los diputados rechazaran la propuesta de Enrique Tierno Galván de incluir en el preámbulo de la Constitución una condena del régimen anterior.

Los diputados tuvieron que enhebrar virguerías en el juego de las palabras para que la norma no fuera una «carta otorgada», o sea la graciosa concesión de derechos a sus súbditos de un rey absoluto, producto de su generosidad. De arriba abajo. Pero tampoco una imposición al monarca que hiciera posible la transición hacia la democracia. 

En la carrera de San Jerónimo de Madrid se producía, en lo que a la Corona se refiere, una pugna sutil sobre los poderes del monarca, porque no hay que olvidar que ostentaba los absolutos atribuidos por Franco. Un enfrentamiento entre los elementos monárquicos y los republicanos de la norma fundamental. 

Finalmente, el rey cedió en cuanto a perder casi todas sus atribuciones, incluidas las que conservaban sus antepasados y otros monarcas europeos como, entre otras, la potestad de disolver las Cortes que tanto utilizó Alfonso XIII, su abuelo, y que dio pie al verbo borbonear. 

Casi todos los poderes, pues mantuvo, ciertamente que envuelto en la ambigüedad retórica, «el mando supremo de las Fuerzas Armadas», que no es tan supremo en cuanto que no puede tomar decisión alguna sin el debido refrendo, lo que sirvió de coartada a los golpistas del 23-F que creyeron interpretar el deseo del monarca, pero que fue efectivo cuando el rey tomó finalmente la decisión de abortar el golpe.

Hubo margen para el equívoco que el monarca aprovechó para ampliar, ilegítimamente, sus competencias constitucionales. 

Como sostiene el coronel Diego Camacho: «En resumen, era primar la idea del rey soberano antes que la del rey constitucional. Era vincular a las Fuerzas Armadas con la Casa Real antes que con la nación, que es en donde debe encontrarse residenciada la soberanía nacional en una monarquía constitucional y verdaderamente democrática. Es este extremo una de las principales causas del distanciamiento, nunca superado, existente entre la sociedad civil y los militares. Hoy es francamente difícil identificar a nuestros soldados como la nación en armas y por esa razón la defensa nacional no es un tema prioritario en el ánimo del ciudadano, pero, y lo que es más grave, tampoco preocupa a sus señorías, pues deben pensar que afrontar el problema solo puede dar quebraderos de cabeza sin ningún rédito electoral». 





La Pascua Militar, una antigualla

La celebración en el Palacio Real de la Pascua Militar, que es como acto simbólico el más importante, todavía tiene lugar a pesar de ser una reminiscencia de tiempos pasados que deberían ya estar suficientemente superados. Se instaura durante el reinado de Carlos III, rey absoluto, y se recupera con el general Franco, dictador militar. Es la plasmación solemne de la lealtad de los Ejércitos hacia su soberano, sea rey o general, así como el reconocimiento de la jefatura suprema de las Fuerzas Armadas que ostenta el jefe del Estado.

La ceremonia de la Pascua Militar tiene una gran carga simbólica, gracias en gran medida a la cobertura que recibe de los medios de comunicación social, y por lo tanto una importancia política de primer orden, que nos lleva a la época del despotismo ilustrado, primero, y al autoritarismo militar surgido al final de la Guerra Civil, después. 

La conservación del simbolismo político franquista en la España actual no tiene sentido si lo que se pretende es fortalecer las instituciones democráticas.

Las Fuerzas Armadas se deben a la nación española, su comandante en jefe es el que ha sido designado por el Congreso de los Diputados como presidente del Consejo de Ministros, después de la celebración de las elecciones generales, pues es en quien la soberanía nacional ha depositado su confianza, y, por lo tanto, la capacidad de gestionar los asuntos que afectan a la seguridad nacional y que, además, por ello está capacitado tanto para tomar decisiones como para responder de las mismas ante los ciudadanos. Nuestra monarquía parlamentaria debe ser una emanación de la Constitución de 1978.

No obstante, la dejadez de los sucesivos Gobiernos al permitir que la Corona haya entrado en ámbitos que constitucionalmente no le corresponden, o, al no desarrollar adecuadamente el título II de la Constitución, ha facilitado la debilidad institucional de la monarquía parlamentaria y ha contribuido a hacer más incierto su futuro. 

Entre los que considero más importantes, están:



1.La reiteración que de su condición de mando supremo de las Fuerzas Armadas se hace del rey en el artículo segundo de las Reales Ordenanzas, ignorando la potestad que sobre aquellas tiene el poder ejecutivo.

2.La presidencia que ha venido ostentando el rey al frente de la Junta de Defensa Nacional, cuando al ser un órgano de coordinación y gestión debe ser el presidente del Consejo de Ministros a quien le incumbe la responsabilidad en el adecuado funcionamiento de la misma.

3.La vinculación del monarca con el servicio de inteligencia que le mantiene al corriente de la información clasificada que dicho servicio elabora. El rey debe tener la mejor información disponible, pero siempre proporcionada por medio del jefe de Gobierno no por el servicio secreto. Esta vinculación directa solo ha sido fuente de escándalos y de debilitación del Estado y de la Corona.

4.Los honores y distinciones que afectan al príncipe heredero, y cuya falta de regulación hacen que estén sometidos a la discrecionalidad del Gobierno de turno.

5.El conservar el formato tradicional de la Pascua Militar, puesto que transmite una imagen distorsionada de su verdadero papel.





«No se la hicieron jurar para que no fuera perjuro»

Quizás la función más importante que le atribuye la Constitución es la de moderar el funcionamiento regular de las instituciones, lo que, torticeramente, utilizaría Mario Conde. 

Los constituyentes no accedieron a que el rey pudiera convocar referendos, sino que se estableció que esto fuera potestad exclusiva del presidente del Gobierno con el acuerdo del Congreso de los Diputados.

Así que el monarca ni «sanciona» ni «jura», pues ya era rey antes de la Constitución. Como comenta Fernando Suárez, que fue ministro de Trabajo y vicepresidente de Gobierno, en una cena a José Bono: «El rey firmó la Constitución, pero no se la hicieron jurar para que no fuera perjuro». 

La fórmula utilizada fue una «comunicación» de Juan Carlos a los españoles como si fuera un cronista de la noticia: «Don Juan Carlos I, rey de España, a todos los que la presente vieren y entendieren, sabed: que las Cortes han aprobado y el pueblo español ratificado la siguiente Constitución». Quien sí tuvo que jurarla fue el príncipe heredero, hoy rey de España.

Los constituyentes se valieron de una fórmula sin precedentes en las anteriores constituciones. La de 1876, la de la restauración de la monarquía que rigió prácticamente intocada hasta la Segunda República, proclamaba el derecho divino del rey. Rezaba así: «Don Alfonso XII, por la gracia de Dios, rey constitucional de España. A todos los que las presentes vieren y entendieren, sabed: que en unión y de acuerdo con las Cortes del reino actualmente reunidas, hemos venido en decretar y sancionar la siguiente Constitución de la monarquía española».

La de 1869, producto de la «Gloriosa revolución del 68», proclamaba: «La nación española y en su nombre las Cortes Constituyentes elegidas por sufragio universal, deseando afianzar la justicia, la libertad y la seguridad y proveer el bien de cuantos viven en España decretan y sancionan la siguiente Constitución». 

La de las Cortes de Cádiz de 1812, «la Pepa», promulgada en plena guerra contra Napoleón, se expresaba en los siguientes términos: «Constitución política de la monarquía española. Promulgada en Cádiz a 19 de marzo de 1812. Don Fernando VII, por la gracia de Dios y la Constitución de la monarquía española, rey de las Españas, y en su ausencia y cautividad la Regencia del reino, nombrada por las Cortes Generales y extraordinarias, a todos los que las presentes vieren y entendieren, sabed: que las mismas Cortes han decretado y sancionado la siguiente: Constitución política de la monarquía española en el nombre de Dios Todopoderoso, Padre, Hijo y Espíritu Santo, autor y supremo legislador de la sociedad».





Un terreno resbaladizo

Fernando Suárez explicaba a Bono con ironía las dificultades de una transición basada en lo de «la ley a la ley»: «Tendría gracia que ahora la democracia quitase los retratos de los presidentes de las Cortes españolas. Además, es inadmisible quitar a alguno de ellos, sin ofender al rey. El de Esteban Bilbao es imposible, porque fue quien tramitó la Ley de Sucesión, que hoy permite al monarca ser jefe de Estado; el de Iturmendi tampoco, porque hizo lo propio con la Ley Orgánica del Estado y además tomó juramento al príncipe Juan Carlos cuando Franco lo proclamó sucesor a título de rey; el de Rodríguez de Valcárcel, ¡imposible!, porque proclamó rey a don Juan Carlos, y el de Torcuato Fernández-Miranda, aún menos, en la medida en que él fue el hacedor de su reinado».

Trabajar en terreno tan resbaladizo explica que fuera imposible proceder a un referéndum sobre monarquía o república como habían hecho los italianos tras la caída del fascismo, con el resultado de república. Lo que ha servido de argumento a algunos partidos para denunciar que la Constitución de 1978 adolece de un déficit democrático. Como me decía Gregorio Peces Barba, presidente del Congreso de los Diputados, figura clave del consenso constituyente: «Si hubiéramos exigido el referéndum habríamos durado lo que un pastel en la puerta de un colegio». 

No hubo referéndum. Simplemente, en el artículo 1.3, se explicaba que «la forma política del Estado español es la monarquía parlamentaria». Pero los socialistas y comunistas se conformaron con la redacción del párrafo anterior, el 1.2 que proclama que «la soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado». 

Explica también que los constituyentes no pudieran meter mano en el orden de sucesión a la Corona que privilegia al varón sobre la mujer, pues así lo impuso el monarca. Así como su legitimación de acuerdo con sus derechos históricos al reconocérsele en el artículo 57.1, «legítimo heredero de la dinastía histórica». 

Explica, asimismo, la cautela de los constituyentes que no se atrevieron a limitar su irresponsabilidad judicial garantizada en el artículo 56.3 que reza: «La persona del rey es inviolable y no está sujeta a responsabilidad», a las decisiones políticas y no a los delitos comunes. ¿Quién se iba a atrever a aludir a la posibilidad de que el rey robara, prevaricara o traficara influencias?

En realidad, no haría falta acudir expresamente a una excepción de la inviolabilidad, al excluir de la misma los delitos comunes; hubiera bastado el sentido común. Pero no ha sido así, de hecho el monarca está blindado de forma absoluta, lo que provoca que ahora solo se le puede juzgar a partir de su abdicación, que se produjo, como señalábamos, en 2014, un hecho —el de su impunidad hasta esta fecha— que hasta ha sido reconocido por la Corte del Reino Unido ante la reclamación de Corinna Larsen.

Pensando en una interpretación razonable de su irresponsabilidad judicial, en el artículo que se proclama, el 56.3, se añade que «la persona del rey es inviolable y no está sujeto a responsabilidad» con punto y seguido: «Sus actos estarán siempre refrendados en la forma establecida en el artículo 64, careciendo de validez sin dicho refrendo, salvo lo dispuesto en el artículo 65.2» (exceptúa el nombramiento y relevo de los miembros civiles y militares de su Casa). 

También se hizo una interpretación laxa del 65.1: «El rey recibe de los presupuestos del Estado una cantidad global para el sostenimiento de su familia y Casa y distribuye libremente la misma», pues una cosa es la disposición libre y otra que no dé cuenta de cómo la dispone. Tampoco se le obliga a informar sobre su patrimonio, a diferencia de lo que ocurre con los otros altos cargos del Estado. 

El artículo 64 precisa que «los actos del rey serán refrendados por el presidente del Gobierno y, en su caso, por los ministros competentes» y que de dichos actos «serán responsables las personas que los refrenden».

Obviamente, ni el presidente del Gobierno ni ministro alguno han refrendado los delitos del rey.

Los constituyentes también se movieron con pies de plomo a la hora de prever las causas que justificarían su destitución. No existe, de hecho, ninguna causa prevista: una importante laguna de esta: ni siquiera la traición. La única referencia, anodina y difusa, que muestra el cuidado de los constituyentes de no ofender al monarca es un condicional sin condiciones en el artículo 59: «Si el rey se inhabilitare para el ejercicio de su autoridad y la imposibilidad fuera reconocida por las Cortes Generales entrará a ejercer inmediatamente la regencia, el príncipe heredero de la Corona si fuera mayor de edad…» (obsérvese que no se prevé una princesa heredera).
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Felipe, que administraba celosamente la figura del rey, lo sabía todo













Por primera vez en España, la Corona no se apoya en la derecha, considerada históricamente como los socios naturales, mientras que la izquierda era contemplada por la Corona como su enemigo natural al que no se le podía dar ni agua. Nunca se le hubiera ocurrido a Alfonso XIII recibir a Pablo Iglesias. 

Desde los inicios del reinado de Juan Carlos I, la izquierda fue su principal sostén. Me refiero, obviamente a la izquierda integrada por el Partido Socialista Obrero Español y por el Partido Comunista de España, la única izquierda con presencia significativa hasta la aparición de Podemos.

En la actualidad, la monarquía sigue sostenida básicamente por el PSOE y el Partido Popular, «el bipartidismo», mientras que los situados a la izquierda del PSOE, la nueva izquierda de las formaciones que confluyen en Unidas Podemos e Izquierda Unida, más ERC y Bildu se expresan en republicano y presionan constantemente para abrir en el Parlamento comisiones de investigación sobre el comportamiento del emérito y, en definitiva, sobre la propia monarquía. 

Algunas personalidades de la izquierda son las más ardientes defensoras de la institución y del rey Juan Carlos. 

La relación de Felipe González con Juan Carlos superó el ámbito de la política. Fue de entrañable amistad personal y de apoyo mutuo cuando la adversidad les puso en apuros. 

Un presidente del Gobierno maneja mucha información proporcionada orgánicamente por sus ministros, especialmente por los de Defensa, Interior y Hacienda; además de la recibida a través de embajadores, empresarios o periodistas y, obviamente, de los resúmenes que le pasan diariamente de la prensa española y extranjera, donde esta última publicó, mucho antes que la española, noticias de las irregularidades de Juan Carlos I. 

Felipe González estaba informado de los manejos financieros del jefe del Estado, así como de sus correrías sentimentales facilitadas, y en parte financiadas, por los servicios de inteligencia. Probablemente simpatizaba con estas aventuras, aunque en un momento en que tales fugas sentimentales implicaron problemas de Estado, tuvo que llamar la atención al monarca. 

Fue cuando Felipe no pudo localizar a Juan Carlos al dimitir su ministro de Exteriores, Francisco Fernández Ordóñez. Debía producirse el relevo de este, pero era imposible, porque el rey se había escapado a Suiza, sin informar a nadie, para acompañar a su amante Marta Gayá que recibía tratamiento antidepresivo en una clínica. Felipe, cabreado porque tuvo que falsificar en el Boletín Oficial del Estado la fecha del cese de Ordóñez por enfermedad y el nombramiento de su sucesor en el cargo, Javier Solana, filtró la información a la prensa. Fue una de las pocas veces en las que la prensa española informó, con cautela y empleo de eufemismos, de una falta del monarca. 

También le criticó cariñosamente González, expresando su preocupación por la posibilidad de que tuviera un accidente en alguna de las frecuentes escapadas que el rey efectuaba, saliendo velozmente en una de sus potentes motos del palacio de la Zarzuela, sin avisar a nadie y sin el seguimiento obligado de coches de escolta, ante el estupor de los vigilantes de las puertas del recinto palaciego.

Felipe administraba celosamente la figura del rey estableciendo un protocolo por el que monopolizaba prácticamente sus relaciones con el monarca, con la excepción del ministro de Defensa que tenía que despachar semanalmente con el rey debido a que Juan Carlos era el mando supremo de las Fuerzas Armadas. Admitía también la excepción de Alfredo Pérez Rubalcaba, como amigo entrañable del monarca.

Contrariaba de esta forma los deseos del jefe del Estado a quien, por ejemplo, le gustaría hablar con frecuencia con Alfonso Guerra que tenía que conformarse con despachar con el monarca cuando era vicepresidente del Gobierno y sustituía al presidente en ausencia de este. 

Felipe no compartía con sus ministros lo que el rey le decía o dejaba de decir y nunca les informó de las noticias que recibía de las irregularidades financieras del monarca, de lo que sí se enteraba Narcís Serra por las informaciones que le proporcionaba Manglano. Mi impresión, alentada por lo que me comentaron algunos de sus ministros, es que Felipe prefirió mirar para otro lado quizás pensando, en el fondo, que un rey corrupto era fácil de manejar. Felipe estaba en las antípodas de la frivolidad del monarca, pero valoraba la nariz privilegiada de este para captar la realidad política, así como la ayuda que le aportaba en las relaciones internacionales, donde Juan Carlos tenía una formidable acogida.

Es interesante señalar la actitud de González en estos momentos, cuando el escándalo de la conducta real ha tomado carta de naturaleza en la sociedad española afectando irreversiblemente a la imagen de Juan Carlos I. 





A diferencia de Alfonso Guerra

A diferencia de la actitud de Alfonso Guerra y los guerristas, que están beligerantes en todos los frentes defendiendo al monarca, Felipe González está actuando con más reserva, limitándose a pedir la presunción de inocencia, metiendo al rey en el mismo paquete de «algunos políticos y figuras relevantes que ahora se ven comprometidos por procesos penales, como Jordi Pujol, o por investigaciones fiscales y tributarias, como el rey emérito». Y refiriéndose concretamente a este último expresó su deseo de «que vuelva ya y que se respete su presunción de inocencia».

Alfonso Guerra, que recibió pullas de su tropa por colgar en su despacho de diputado una foto del rey Borbón junto a la de Pablo Iglesias, no admitía bromas contra el monarca. 

El republicano más radical se conmovió cuando el rey le llamó al hospital para interesarse por una operación del tobillo que se le rompió al caerse de un árbol, y el rey agradeció en el alma la carta de sentido pésame que le había enviado Alfonso al morir su madre, la del monarca, doña Mercedes. «Me emocionó mucho tu carta —le dijo—. Te lo digo como amigo… y como… todo. Es una carta muy hermosa».

Guerra agradeció al rey que accediera a su petición de visitar la exposición sobre Pablo Iglesias que él había organizado en el parque del Retiro de Madrid. Guerra le había instado a ello ya que «el actual monarca necesitaba y quería una monarquía democrática, parlamentaria, en la que el titular de la Corona no interviene en la política de los partidos, sino que representa, como jefe de Estado, a la totalidad de la nación».

Alfonso Guerra, que contaba con una amplia red de informantes, no podía disfrutar de menos información sobre la conducta del monarca que los ministros con los que he hablado, pero el número dos del partido practicaba una visión leninista, cubriendo al monarca con el paraguas protector del partido.





Rubalcaba, su mejor amigo entre los políticos

En realidad, el mejor amigo socialista y quizás no socialista, dentro del ámbito político, del rey era Alfredo Pérez Rubalcaba. Con Felipe el rey mantenía otro tipo de amistad, en la que predominaba el cálculo político, debido a la convicción de ambos de que eran el núcleo duro del consenso constitucional sobre la monarquía parlamentaria.

Rubalcaba y el rey se conocieron en 1992, según cuenta en una de las últimas entrevistas de su vida para el podcast de Álvaro de Cózar y Eva Lamarca: «Mi primer contacto real fue cuando me hace ministro Felipe, que fue en junio del noventa y dos, pero luego, claro, yo voy como responsable del Gobierno a los Juegos Olímpicos, y ahí es donde realmente yo establezco un contacto. Por lo tanto, realmente, conocerle de forma personal y continuada, en los Juegos Olímpicos, que me los pasé con él. Quince días yendo de deporte en deporte. Claro, los dos somos muy apasionados, ya sabes que en el deporte disfrutas más si el que tienes a tu lado disfruta contigo, y de hecho hay fotos que demuestran que somos demasiado apasionados, porque perdimos en algún momento la compostura que se supone que debe tener el jefe del Estado y el ministro de Educación. Éramos lo más parecido a dos hooligans. (…) Yo muchas veces estaba sentado al lado del rey. No me correspondía en protocolo, pero como no había nadie me sentaba a su lado (…) Son los días más felices de mi vida». 

Confirmé que era verdad la amistad de Rubalcaba con el rey cuando me telefoneó un día para decirme que Juan Carlos estaba molesto con las portadas que estábamos dedicando en la revista El Siglo sobre los negocios de Urdangarin y la infanta Cristina, pues me complace recordar que esta revista fue la primera en denunciar lo que después se denominaría «caso Nóos». Rubalcaba, después de recordarme que yo era libre de publicar lo que quisiera, me dijo que le había explicado al rey que El Siglo no era una revista del PSOE, por lo que él, aunque quisiera, no podría influir en una revista en la que el director iba por libre. Rubalcaba me explicó que él no me llamaba para presionar sino para tenerme informado de la cuestión. Le agradecí la información que me proporcionaba mi amigo Alfredo y constaté lo significativo del hecho de que me llamara él y no el jefe de prensa de la Casa Real o algún funcionario de esta.

El jefe de prensa de la Casa, Javier Ayuso, comentaba que el rey enviaba a Rubalcaba, cuando estaba en la oposición, borradores de sus intervenciones públicas para que le hiciera las correcciones que estimara convenientes o sugerencias. 

El propio Rubalcaba explicó en distintas ocasiones la buena relación que mantenía con el monarca, lo que no era óbice para darle su opinión crítica cuando fuera necesario. En una entrevista en TVE lo dejó bien claro: «Tengo una relación muy fluida con el rey y lo que tenga que decirle lo voy a hacer con claridad. No me da ningún susto. Además, es una persona muy comprensiva. El rey escucha y sabe distinguir cuando hace una cosa bien y cuando la hace mal. Es una persona muy receptiva a lo que le dice la clase política, el Gobierno y la oposición».

Cuando el episodio de la caza del elefante en Botsuana, el peor momento en la popularidad del monarca, el dirigente socialista recalcó que no ocultaba su precedencia republicana, pero que mantenía el pacto constitucional, que no fue del PSOE con la monarquía, sino con el pueblo español. 

Rubalcaba insistía siempre sobre su respeto a ese pacto constitucional. En una entrevista con Montserrat Domínguez en 2013 dijo: «Es verdad que el partido es republicano y que hace veinte años este era un debate residual que ahora ya no lo es, pero creo que la gente entiende también que la monarquía ha jugado un papel importante y que es una pieza clave en el consenso de la Transición, muy consolidado, y por tanto yo creo que ese consenso pasa por encima de los principios. Somos un partido republicano cómodo en una monarquía parlamentaria por el consenso».

 Rubalcaba decía que su único secreto para haber conseguido una buena relación con el rey era que le decía siempre la verdad. La obligación de un Gobierno es decirle al rey lo que piensa.





Pieza clave en la abdicación

Fue Rubalcaba pieza clave en la abdicación de Juan Carlos I a quien este, en la duda en que estaba sumido, le pidió consejo. El entonces secretario general del PSOE le aconsejó que «cuanto antes». Se comprende que al rey le diera vértigo ceder la Corona contra lo que siempre había prometido, pero el socialista, un genio en la captación de la opinión pública, le convenció de que la opinión estaba en contra y que, tal y como mostraba el Centro de Investigaciones Sociológicas (CIS), su popularidad era menguante lo que afectaba al prestigio de la monarquía. El propio monarca, acostumbrado a los baños de multitudes se percataba de este hecho. 

En la decisión del rey contó también el factor Corinna, que, en teoría, había concluido, aunque Juan Carlos volvía una y otra vez a intentar retomar la relación, hasta el extremo de plantearse casarse con ella, lo que alarmó tanto a Rubalcaba como a Rajoy. 

Y también tuvo su efecto el estado anímico del rey, cuya decadencia quedó evidente en su penoso discurso en la Pascua Militar, una ceremonia que para Juan Carlos representaba la culminación de su carisma como mando supremo de las Fuerzas Armadas.

Es significativo que cuando la imagen de Juan Carlos de Borbón ha caído más bajo, tras su exilio a Abu Dabi y sus gestiones para escapar de la Agencia Tributaria española refugiándose en la del emirato, así como la conclusión de la Fiscalía del Tribunal Supremo, que aunque no le imputó delito dejó claro sus irregularidades fiscales, los expresidentes del Gobierno se han visto obligados a simular desconocimiento de los pecados reales; José Luis Rodríguez Zapatero declaró que «de esos asuntos se ocupaba Rubalcaba».

 Cuando Alfredo falleció en mayo de 2019, la Casa Real difundió el siguiente mensaje: «Hondamente entristecidos por la repentina muerte de Alfredo Pérez Rubalcaba. Le recordaremos y le agradeceremos siempre su permanente y profunda visión institucional y su alto sentido del Estado en su vida política de servicio a España». 





Narcís Serra ayudó a los devaneos del rey

El que fue ministro de Defensa y vicepresidente en los Gobiernos de Felipe González, Narcís Serra, responsable político del espionaje español, reconoció en una entrevista con Daniel Ramírez del periódico El Español, realizada el 30 de octubre de 2022, que en su época era habitual que se produjeran escuchas a altas personalidades y que el CESID daba cobertura al rey «para ocultar sus devaneos», que él apoyó para que al menos lo hiciera dentro de un control. Y añadió que no se arrepentía de ello, pues había que fortalecer al monarca.

Es de destacar el papel desempeñado como confidente del monarca de Lluís Reverter, director general de Relaciones Sociales e Informativas de la Defensa con Serra, bautizado por la prensa como «el Droguero» porque era dueño de una droguería. Cuando Narcís Serra ganó las elecciones a alcalde de Barcelona, Reverter le montó una toma de posesión con un esplendor militar que ya le hubiera gustado a Napoleón. 

El Droguero manejaba a los militares con maestría singular. Felicitaba a los generales por sus cumpleaños y les mandaba flores o bombones. 

En los casos difíciles, como cuando Serra se carga el homenaje a la bandera en Aranjuez, se superó a sí mismo, organizando un fascinante espectáculo de luz y color. Reverter ordenó arriar la bandera en el momento de la puesta de sol con un fondo musical de trompetas y tambores que ponían los pelos de punta. 

Se acabó lo de los homenajes a la bandera sin que se produjeran los problemas que Serra temía. 

Cuando Reverter cesa, le llama el rey: «Quiero que te vengas conmigo a la Zarzuela», le pidió. Reverter agradeció la oferta, pero la rechazó cortésmente: «Señor, yo por usted lo que haga falta, pero comprenda que tengo que cuidar de las prosaicas necesidades de la familia, lo de la pensión y todo eso. De verdad que lo siento mucho». 





En la izquierda pensaban que el rey rectificaría

El rey contó con la complicidad de Santiago Carrillo a quien consideraba un amigo entrañable cuya lealtad al monarca le valió a este para aconsejarle que cambiara el nombre de su partido por el de Real Partido Comunista de España. Santiago Carrillo le garantizó mil años de monarquía si respetaba y garantizaba la Constitución.

Gregorio Peces Barba, ponente socialista en la Comisión Constitucional y primer presidente socialista del Congreso de los Diputados, superaba la aceptación pragmática que impregna a su partido y encontraba razones doctrinarias que aconsejaban la monarquía como el mejor régimen para España. Cuando le pregunté para mi libro La soledad del rey, publicado en 2004, si la conducta del monarca, «especialmente en lo que se refiere al mundo de los negocios, amistades que en buena medida han terminado en la cárcel, a los regalos que recibe, etc. ¿Piensa usted que este comportamiento terminará desprestigiando a la Corona?», me contestó de forma en que se notaba que no estaba interesado en conocer estos detalles. 

 Me dijo: «A mí no me consta todo eso. Me consta lo constitucional, lo demás no me consta. Y los elementos donde eso se dice no son elementos científicos indubitados, que es a los únicos que debe atender un profesor universitario. Pero probablemente tenga parte de verdad eso que se dice, y eso es una cosa que debe controlarse. Si ha sido verdad, eso ya ahora mismo está muy en retirada. Y yo espero que esta última etapa, que yo deseo que se alargue, la de la madurez del rey, sea una etapa donde lo que predomine sea el respeto a la Constitución».

La mayor parte de las personas de izquierdas a las que entonces, en los años 2003 y 2004, entrevisté para el citado libro coincidían en señalar que conocían tales irregularidades, pero que dicha conducta estaba en proceso de rectificación, bien por arrepentimiento o bien porque ya había conseguido la fortuna que el monarca quería atesorar como seguro ante la posibilidad, muy remota, de volver al exilio. En ese sentido se expresó Julio Feo que me transmitió su impresión de que «se ha alejado de eso».

Feo, que durante un quinquenio había estado a la vera de Felipe González, primero como secretario suyo y después como secretario general de la Presidencia, salvaba al rey transfiriendo la culpa, como nuestras madres, a las malas compañías: «Quiero creer que él personalmente es intachable en cuanto al mundo de los negocios. Otra cosa son las amistades peligrosas. Este hombre, en efecto, ha tenido amigos que, cuando menos, han intentado utilizar su nombre y ha tenido gente que ha acabado en la cárcel. Creo que ahí ha habido un problema, pero da la impresión de que ha logrado navegar en aguas procelosas y llegar a buen puerto. Fue un gran error el acercamiento de Mario Conde, Tchokotoua y Manuel Prado, muy amigos del rey, lo utilizaron. Javier de la Rosa, otro que tal baila, también intentó acercarse. (…) En el fondo, entiendo que el rey incluso estuviera agradecido, pero luego han intentado ir más allá y, afortunadamente, no lo han conseguido, aunque ha dejado que esta gente manche su nombre». 

En sentido similar se manifestaban diputados de izquierdas como Javier Pérez Royo y sindicalistas tan significados como Cándido Méndez, a la sazón secretario general de la Unión General de Trabajadores; José María Fidalgo, que lo era de Comisiones Obreras y el veterano dirigente de esta central sindical, Antonio Gutiérrez.











3

Aznar lo sabía y el rey sabía que lo sabía













Durante el mandato del cuarto presidente de la democracia, es cuando el rey fue reducido a la mínima expresión, un motivo constante de queja por parte del monarca; naturalmente en privado. 

Las anécdotas y las categorías se suceden y casi todas pueden seguirse o intuirse leyendo los periódicos. Una de las que no salieron en la prensa es la que les cuento ahora: cuando Rafael Arias Salgado estaba a punto de ser cesado como ministro de Fomento, un puesto que el presidente había prometido a Francisco Álvarez Cascos, alguien le pidió al rey que intercediera con Aznar para que este le confiara la cartera de Asuntos Exteriores. El rey contestó: «Uff… basta que yo le recomiende a alguien para que Aznar le deje automáticamente fuera…». 

Fuentes de la Zarzuela me informaron, en otra ocasión, que ni se le ocurrió interceder a favor de un indulto para «los Albertos» —los empresarios gemelos Alcocer y Cortina— de los que el rey era muy amigo y que fueron condenados por el Tribunal Supremo por apropiación indebida. Aunque, al parecer, el rey sí intervino para que los Albertos no ingresaran en la cárcel por decisión del Tribunal Constitucional. 





No siempre observó la cortesía

José María Aznar invadió con frecuencia el territorio regio, desatendió sus obligaciones constitucionales con el monarca y no siempre observó la debida cortesía. La antipatía era mutua. Juan Carlos I, ya antes de que el Partido Popular ganara las elecciones de 1996, había confiado en mesa camilla sus reproches ante el que se veía venir, por no excluir ningún medio para alcanzar el poder, sin reparar, en su furioso empeño, en que algunos recursos aplicados para derribar al Gobierno socialista podían comprometer la seguridad del Estado y la fama del monarca. 
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